
 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL 
Girardot, Cundinamarca, trece (13) de Enero del año dos mil veint it rés.- 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

JUAN BELTRAN MAYORAL, identificado con C.C. No. 17.059.529 de Bogotá acude 

en ejercicio de la Acción de Tutela, con el fin de solicitar a este Despacho la 

protección de su derecho de fundamental de petición el cual considera vulnerado 

por la Oficina de Gestión Catastral No. 30 Instituto Geográfico Agustín Codazzi.- 
 

ANTECEDENTES 

el accionante fundamenta la petición de tutela en los siguientes hechos: 
 

 

PRIMERO: soy el titular del derecho de dominio del inmueble LOTE UBICADO en 

la carrera 16 #26-08/12 del Municipio de Girardot (Cundinamarca) identificado 

con el folio de matrícula inmobiliaria No. 307-21849 de la Oficina de Instrumentos 

Públicos de Girardot (Cundinamarca), portador del código catastral No. 

023070102000001730013000000000 

 

SEGUNDO: me encuentro actualizando una información del predio aludido, 

motivo por el cual el pasado 31 de octubre de 2022 radique en la oficina de 

GESTION CATASTRAL, una solicitud de manzana catastral, tal y como se 

ev idencia en la prueba documental que adjunto a la presente acción 

constitucional. -  

 

TERCERO: el pasado 12 de diciembre de 2022 transcurridos mas de 25 días hábiles 

me acerque a la mentada oficina para solicitar la respuesta de la manzana 

catastral, sin encontrar respuesta concreta, de fondo, eficaz y eficiente a mi 

solicitud, tan solo se limitaron a indicarme que se encontraban trabajando en 

ello. - 

 

CUARTO:  conforme al artículo 14 de lay 1755 de 2015 (ESTATUTARIA DEL 

DERECHO DE PETICION) el cual reza;  

 

“articulo 14 términos para resolver las distintas modalidades de peticiones salvo 

norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 

resolverse dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a su recepción. Estará 

sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los 

diez (10) días siguientes a su recepción. Si nen ese lapso no se ha dado respuesta al 

peticionario. Se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud 

ha sido aceptada y por consiguiente la administración ya no podrá negar la entrega 

de dichos documentos al peticionario. Y como consecuencia las copias se 

entregarán dentro de los tres (3) días siguientes – 

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 

relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) 
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días siguientes a su recepción. -  

 
PARAGRAFO cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos 

aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia la interesado, antes del 

vencimiento del termino señalado en la ley expresando los motivo de la demora y 

señalando a la vez el plazo razonable en que se resolvería o dará respuesta que no podrá 

exceder del doble del inicialmente previsto”.-  

 

QUINTO:  en la actualidad feneció el termino legal de respuesta y a la fecha no 

se ha recibido respuesta sobre mi petición. - 

 

SEXTO:  es menester precisar que soy una persona mayor de la tercera edad, 

próximo a cumplir 82 pesos, que goza de protección especial, por mando 

constitucional en canon 46, el cual reza; 

 
Artículo 46: el estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la 

asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida 

activa y comunitaria.- 

 

El estado les garantizara los servicios de la seguridad social integral y el subsidio 

alimentario en caso de indigencia. – 

 

En consonancia y congruencia con la norma citada decantada jurisprudencia de la 

máxima guardiana de los derechos fundamentales puntualizo en sentencia T-316 DE 

2001 Y T-310 DE 2010.- 

(… ) por la disminución de sus capacidades físicas la reducción de las respectivas de vida 

y la mayor afectación en sus condiciones de salud, estas personas constituyen uno de 

los grupos de especial protección constitucional y, por este motivo, resulta para ellos 

desproporcionado ser sometidos a esperar que en un proceso ordinario se resuelvan sus 

pretensiones (sentencias T-316/01 Y T-310/10) 

 

Colofón con lo descrito me encuentro en la actualidad con quebrantos de salud que 

me impide viajar constantemente al municipio de Girardot, toda vez que el lugar de mi 

residencia en la actualidad es la cuidad de Bogotá D.C..- 

 

SEPTIMO:  en atención a lo descrito solicito sea tutelado el derecho fundamental 

de petición, toda vez que se está vulnerando de forma palmaria el derecho 

fundamental de petición (sic).-  

  

PETICIONES 

 
1. Solicito de manera atenta y respetuosa me sea tutelado el derecho 

fundamental de petición en el sentido de responder oportunamente de 

fondo el núcleo esencial de derecho de petición y en consecuencia se 

ordene a la entidad tutelada a responder en forma inmediata a mas tardar 

48 horas siguientes al fallo de la presente acción acerca de mi pedimento.- 
 

 

ASPECTOS FORMALES 

La solicitud se acomoda a las exigencias de los art ículos 13 y 14 del decreto 

2591 de 1991.- 
 
 

Establece en el art ículo 86 de nuestra carta polít ica: “Toda persona tendrá 

acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quién 

actué a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

const itucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 



 

vulnerados o amenazados por lo acción o la omisión de cualquier autoridad 

pública”. 
 

 

“…. Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro 

medio judicial, salvo que aquella se ut ilice como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable”. 
 

 

La tutela t iene dos de sus caracteres dist int ivos esenciales, los de las 

subsidiaridad y la inmediatez,  el primero por cuanto tan solo resulta 

procedente instaurar la acción cuando el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial a no ser que busque evitar un perjuicio 

irremediable; el segundo, puesto que no se trata  de un proceso sino de un 

remedio de aplicación inmediata urgente que se hace preciso suministrar 

en guarda de la efectividad, concreta y actual del derecho sujeto a la 

violación o amenaza. 
 
 
 
 

De igual manera la Honorable Corte Const itucional, en reiterados fallos de 

tutela, ha dicho: “La acción de tutela ha sido inst ituida únicamente para dar 

solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que 

implican la trasgresión o amenaza   de un derecho fundamental, respecto 

de las cuales el sistema jurídico no t iene previsto otro mecanismo susceptible 

de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del 

derecho; es decir,  t iene cabida dentro del ordenamiento const itucional 

para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por 

carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, 

de no ser por tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones 

de quien lesiona su derecho fundamental (..)”   
  

PROBLEMA JURÍDICO: 

 

En el presente caso, deberá establecer el Despacho si la accionada 

OFICINA DE GESTION CATASTRAL DE GIRARDOT-CUNDINAMARCA -INSTITUTO 

GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI, le ha vulnerado el derecho const itucional 

de petición al accionante, ello al no dar respuesta a su petición de fecha 01 

de octubre de 2022.  
 
 

La Honorable Corte Const itucional en reiterados fallos de tutela ha dicho:  

 

DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICION 
 

Consagrado en el Art. 23 de la C.N., en los siguientes términos: “Toda persona 

t iene derecho a presentar peticiones respetuosas, a las autoridades por 

motivos de interés general o part icular y a obtener pronta resolución. El 

legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales.”  
 

En principio, el derecho de petición t iene como sujeto pasivo a la autoridad 

pública no a los sujetos privados. La posibilidad de extenderlos a éstos, 



 

depende necesariamente de la forma como el legislador regule su ejercicio, 

tomando como marco referencial tanto el propio art ículo 23, como el inciso 

final del art . 86 de la Const itución. Por lo tanto, corresponde a éste 

determinar las condiciones, el ámbito y extensión de su ejercicio.  
 

El Art. 85 de la Const itución Nacional., que enumera los llamados “derechos 

de vigencia inmediata”, incluye al derecho de petición como uno de ellos, 

pero ésta especial consagración debe ser entendida frente a las 

autoridades y no a los part iculares u organizaciones privadas. Por lo tanto, 

cuando un part icular en ejercicio de un poder público vulnera o amenaza 

el derecho fundamental de petición, estamos frente a lo establecido en el 

inciso primero del art . 23 de la Const itución Polít ica y por lo tanto es 

procedente la acción de tutela porque la acción u omisión provienen de 

una autoridad pública.  
 

 

Frente a las característ icas esenciales del derecho de petición, la Corte 

Const itucional, ha manifestado: 
 

“… (i) El derecho de petición es fundamental y determinante para la 

efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, garantizando 

a su vez otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 

a la participación política y a la libertad de expresión; (ii) el núcleo esencial del 

derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión; 

(iii) la petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa 

y congruente con lo solicitado; (iv) la respuesta debe producirse dentro de un 

plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible[1]; (v) la respuesta no 

implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una 

respuesta escrita; (vi) este derecho, por regla general, se aplica a entidades 

estatales, y en algunos casos a los particulares[2]; (vii) el silencio administrativo 

negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y 

acceder a la vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición[3] 

pues su objeto es distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba 

incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición; (viii) el derecho 

de petición también es aplicable en la vía gubernativa[4]; (ix) la falta de 

competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del deber de 

responder;[5] y (x) ante la presentación de una petición, la entidad pública 

debe notificar su respuesta al interesado”.[6] De los anteriores componentes 

jurisprudenciales cabe destacar que el derecho de petición exige, por parte 

de las autoridades competentes, una decisión de fondo a lo requerido por el 

ciudadano, lo cual implica la prohibición de respuestas evasivas o abstractas, 

sin querer decir con ello que la respuesta deba ser favorable. La respuesta de 

fondo implica un estudio sustentado del requerimiento del peticionario, acorde 

con las competencias de la autoridad frente a la que ha sido presentada la 

petición… ” 
  

 

En el mismo sentido, la Corte Const itucional en sentencia T -350 de 2006 

manifestó: 

“… qué hace parte del núcleo esencial del derecho de petición:(i) la 

posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes 

ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de 

tramitarlas; (ii) la facultad de obtener una respuesta oportuna, esto es, dentro 

de los términos previstos en el ordenamiento jurídico; (iii) el derecho a recibir 



 

una respuesta de fondo o contestación material, lo que supone que la 

autoridad analice la materia propia de la solicitud y se pronuncie sobre la 

totalidad de los asuntos planteados, es decir, la correspondencia entre la 

petición y la respuesta, excluyendo fórmulas evasivas o elusivas y; (iv) la pronta 

comunicación al peticionario sobre la determinación adoptada, con 

independencia de que su contenido sea favorable o desfavorable. Si no se 

cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 

fundamental de petición… ” 

 

Ley 1755 de 2015 Por medio de la cual se regula el Derecho 

Fundamental de Petición: 
 

La norma arriba referida desarrolla de manera sucinta y precisa los campos 

de acción del Derecho de Petición dando diversas modalidades de 

presentación y radicación del mismo, su Art. 13 y 14 describen: 
 

“…Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante 
autoridades. Toda persona t iene derecho a presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este 

código, por motivos de interés general o part icular, y a obt ener 

pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.  

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades 
implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el 

art ículo 23 de la Const itución Polít ica, sin que sea necesario 

invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: 
el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad 

o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación 

de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir 
copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y 

reclamos e interponer recursos.  

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse 

sin necesidad de representación a través de abogado, o de 

persona mayor cuando se t rate de menores en relación a las 

ent idades dedicadas a su protección o formación.  

 

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de 
peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción 

disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince 
(15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término 

especial la resolución de las siguientes peticiones:  

1. Las peticiones de documentos y de información deberán 
resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si 

en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, 
para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido 

aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar 

la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 
consecuencia las copias se entregarán dentro de los t res (3) días 

siguientes.  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las 

autoridades en relación con las materias a su cargo deberán 

resolverse dentro de los t reinta (30) días siguientes a su recepción.  



 

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la 
petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar 

esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término 
señalado en la ley expresando los motivos de la demora y 

señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará 

respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente 

previsto…” 

 

En virtud del derecho de petición cualquier persona podrá dirigir solicitudes 

respetuosas a las autoridades, ya sea verbalmente, por escrito o por 

cualquier otro medio idóneo (art. 23 CN y art. 13 CPACA). En otras palabras, 

la petición puede, por regla general, formularse ante autoridades públicas, 

siendo, en muchas ocasiones, una de las formas de iniciar o impulsar 

procedimientos administrat ivos. Estas últ imas t ienen la obligación de 

recibirlas, t ramitarlas y responderlas de forma clara, oportuna, suficiente y 

congruente con lo pedido, de acuerdo con los estándares establecidos por 

la ley. En tratándose de autoridades judiciales, la solicitud también es 

procedente, siempre que el objeto del requerimiento no recaiga sobre 

procesos judiciales en curso. 

 

Otro de los componentes del núcleo esencial del derecho de petición, 

consiste en que las solicitudes formuladas ante autoridades o part iculares 

deben ser resueltas en el menor t iempo posible, sin que se exceda el término 

fijado por la ley para tal efecto.  

 

El art ículo 14 de la Ley 1437 de 2011 dispone un término general de 15 días 

hábiles siguientes a la recepción de la solicitud para dar respuesta, salvo que 

la ley hubiera determinado plazos especiales para cierto t ipo de 

actuaciones. Esa misma disposición normativa se refiere a dos términos 

especiales aplicables a los requerimientos de documentos o información, y 

a las consultas formuladas a las autoridades relacionadas con orientación, 

consejo o punto de vista frente a materias a su cargo. Los primeros deberán 

ser resueltos en los 10 días hábiles siguientes a la recepción, mientras que los 

segundos dentro de los 30 días siguientes.  

 

De incumplirse con cualquiera de estos plazos, la autoridad podrá ser objeto 

de sanciones disciplinarias. Por ello, el parágrafo del precitado art ículo 14 



 

del CPACA admite la posibilidad de ampliar el término para brindar una 

respuesta cuando por circunstancias part iculares se haga imposible resolver 

el asunto en los plazos legales. De encontrarse en dicho escenario, se 

deberá comunicar al solicitante tal situación, e indicar el t iempo razonable 

en el que se dará respuesta –el cual no podrá exceder el doble del 

inicialmente previsto por la ley–. Esta hipótesis es excepcional, esto es, solo 

cuando existan razones suficientes que just ifiquen la imposibilidad de 

resolver los requerimientos en los plazos indicados en la ley.  

 
Cuando se trata de peticiones relacionadas con la solicitud de documentos 

o de información, el art ículo 14 de la Ley 1437 de 2011 establece un silencio 

administrat ivo posit ivo que opera cuando no se ha brindado respuesta 

dentro del término de 10 días hábiles que consagra la norma. En esos 

eventos, la autoridad debe proceder a la entrega de los documentos 

dentro de los t res días hábiles siguientes al vencimiento del plazo.  

 
Como ya se anunciaba, el plazo para la respuesta de fondo se contabiliza 

desde el momento en que la autoridad o el part icular recibieron la solicitud 

por cualquiera de los medios habilitados para tal efecto, siempre que estos 

permitan la comunicación o transferencia de datos. En otras palabras, los 

términos para contestar empiezan a correr a part ir de que el peticionario 

manifiesta su requerimiento, (i) ya sea verbalmente en las oficinas o medios 

telefónicos, (ii) por escrito –ut ilizando medios electrónicos que funcionen 

como canales de comunicación entre las dos partes, o por medio impreso 

en las oficinas o direcciones de la ent idad pública o privada–, o (iii) también 

por cualquier otro medio que resulte idóneo para la transferencia de datos. 

 

Otro componente del núcleo esencial supone que la contestación a los 

derechos de petición debe observar ciertas condiciones para que sea 

const itucionalmente válida. Al respecto, La Corte Const itucional, en 

reiteradas ocasiones, ha señalado que la respuesta de la autoridad debe 

ser: (i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil 

comprensión; (ii) precisa, de manera que at ienda directamente lo pedido 

sin reparar en información impert inente y sin incurrir en fórmulas evasivas o 

elusivas ; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia objeto de la 

petición y sea conforme con lo solicitado; y además (iv) consecuente con 



 

el t rámite que se ha surt ido, de manera que, si la respuesta se produce con 

motivo de un derecho de petición formulada dentro de un procedimiento 

del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la 

información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una 

petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta 

del t rámite que se ha surt ido y de las razones por las cuales la petición resulta 

o no procedente. 

 

La respuesta de fondo no implica tener que otorgar necesariamente lo 

solicitado por el interesado, salvo cuando esté involucrado el derecho de 

acceso a la información pública (art. 74 C.P.), dado que, por regla general, 

existe el “deber const itucional de las autoridades públicas de entregarle, a 

quien lo solicite, informaciones claras, completas, oportunas, ciertas y 

actualizadas sobre cualquier actividad del Estado.” Sobre este punto, es 

preciso anotar que al t ratarse de una garantía fundamental que permite el 

ejercicio de muchos otros derechos fundamentales, así como la 

consolidación de la democracia, las restricciones al derecho de petición y 

de información deben ser excepcionales y deberán estar previamente 

consagradas en la ley. Al respecto, en el Título I I I de la Ley 1712 de 2014 se 

hace referencia a los casos especiales en los cuales se puede negar el 

acceso a la información, por ejemplo, entre otros, al t ratarse de información 

clasificada y reservada, o que pueda causar daños a personas naturales o 

jurídicas en su derecho a la int imidad, vida, salud, seguridad o secretos 

comerciales, industriales y profesionales.  

 

En las hipótesis en que la autoridad a quien se dirigió la solicitud no sea la 

competente para pronunciarse sobre el fondo de lo requerido, también se 

preserva la obligación de contestar, consistente en informar al interesado 

sobre la falta de capacidad legal para dar respuesta y, a su vez, remit ir a la 

ent idad encargada de pronunciarse sobre el asunto formulado por el 

peticionario. 

 

Finalmente, para que el componente de respuesta de la petición se 

materialice, es imperativo que el solicitante conozca el contenido de la 

contestación realizada. Para ello, la autoridad deberá realizar la efectiva 



 

notificación de su decisión, de conformidad con los estándares contenidos 

en el CPACA. El deber de notificación de mantiene, incluso, cuando se trate 

de contestaciones dirigidas a explicar sobre la falta de competencia de la 

autoridad e informar sobre la remisión a la ent idad encargada. 

 

Al t ratarse la petición un derecho derivado del texto const itucional, sus 

elementos esenciales no pueden ser otros diferentes a los que aparecen en 

el mandato del art ículo 23 Superior, como lo es el carácter respetuoso de la 

solicitud presentada y la obligación de respuesta por parte de la autoridad. 

Es por ello que el inciso 2 del art ículo 13 del CPACA incluye una presunción 

legal, según la cual toda actuación que se realice ante las autoridades se 

ent iende soportada en el ejercicio del derecho de petición y, por 

consiguiente, debe ser contestada. 

 

Aun cuando el art ículo 16 del CPACA est ipula unos parámetros materiales 

mínimos con miras a que la autoridad tenga los elementos suficientes para 

brindar la respuesta, el hecho de que falte alguno de ellos no deriva en el 

rechazo o archivo del requerimiento. Por el contrario, la obligación de 

respuesta por parte de la ent idad se activa con la recepción de la solicitud 

(sin importar que sea verbal o escrita), y ésta t iene la carga de completar 

los elementos sustantivos que requiera para poder cumplir con su deber 

const itucional, en los términos y plazos en que dispone la ley. Ello incluye la 

posibilidad de escribir al peticionario para que complemente la solicitud, y 

solamente en el caso de que el interesado no aporte lo necesario en el mes 

siguiente a la respuesta dada, la ent idad puede archivar el asunto.  

 

Por su parte, el art ículo 13 del CPACA contiene un primer acercamiento a 

las actuaciones que caben dentro del derecho fundamental, al incluir un 

catálogo de solicitudes sobre las pretensiones que podrían const ituir el 

ejercicio del derecho fundamental, el cual es enunciat ivo y no restrict ivo. 

Entonces, entre otras actuaciones, la persona podría requerir: “el 

reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o 

funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un 

servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de 

documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer 



 

recursos.” 

 

Respecto del caso en concreto, claro es para el despacho que el 

accionante JUAN BELTRAN MAYORAL, identificado con C.C. No. 17.059.529, 

presentó derecho de petición 01 de octubre de 2022, mediante el cual 

solicitaba MANZANA CATASTRAL del predio LOTE UBICADO  en la carrera 16 

# 26-08/12 del municipio de Girardot – Cundinamarca .- 

 

De otra parte, establece el art ículo 20 del Decreto 2591/91:” Presunción de 

veracidad. Si el informe no fuere rendido dent ro del plazo correspondiente, 

se t endrán por ciert os los hechos y se ent rará a resolver de plano, salvo que 

el juez est ime necesaria ot ra averiguación previa.” 

 

Hechas las anteriores precisiones, se t iene que al GESTOR CATASTRAL No. 30 

-INSTITUTO GEROGRAFICO AGUSTIN CODAZZI, a través del auto de fecha 15 

de diciembre de 2.022, le fue notificado el t rámite de la tutela, y así mismo 

se le solicitó información sobre lo peticionado por el accionante, para lo 

cual se le concedió un término de (1) d días, sin que a la fecha se haya 

pronunciado al respecto, teniendo por cierto los hechos expuestos por el 

accionante, esto es que elevó derecho de petición el día 01 de octubre  de 

2022, y los cuales son acreditados en su presentación por el accionante,  sin 

que al mismo se le haya dado respuesta,  motivo por el cual prospera la 

tutela, y en consecuencia, se ordena a OFICINA GESTION CATASTRAL 

GIRARDOT- INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI, que directamente o 

por intermedio del funcionario correspondiente, dé respuesta de fondo al 

derecho de petición de fecha 01  de octubre de 2022, presentado por el 

accionante JUAN BELTRAN MAYORAL, identificado con C.C. No. 17.059.529, 

lo cual hará dentro del improrrogable término de 48 horas contados a partir 

de la notificación de esta providencia, so  pena de ser sancionada 

conforme al art ículo 52 del Decreto 2591/91 en concordancia con el art ículo 

9 del Decreto 306 de Febrero 19 de 1992 . 

 

Por lo anteriormente expuesto, el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE 

GIRARDOT-CUNDINAMARCA, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA 

REPUBLICA DE COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY.- 



 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Declarar que OFICINA DE GESTION CATASTRAL-INSTITUTO 

AGUSTIN CODAZZI, le ha vulnerado el derecho fundamental Const itucional 

de petición al accionante JUAN BELTRAN MAYORAL, identificado con C.C. 

No. 17.059.529, conforme a lo expuesto en las consideraciones de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior determinación se 

ordena a la accionada OFICNA GESTION CATASTRAL GIRARDOT-INSTITUTO 

GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI,  que directamente o por intermedio del 

funcionario correspondiente, dentro del término de (48) horas siguientes a la 

notificación de esta sentencia,  DÉ RESPUESTA, al derecho de petición de 

fecha 01  de octubre de 2.022, al señor JUAN BELTRAN MAYORAL, 

identificado con C.C. No. 17.059.529, so pena de ser sancionadas conforme 

al art ículo 52 del Decreto 2591/91 en concordancia con el art ículo 9 del 

Decreto 306 de Febrero 19 de 1992. 

 
TERCERO: Notifíquese este proveído conforme a lo establecido por 

el art ículo 30 del Decreto 2591/91. 

 
CUARTO: ADVERTIR a las partes que este fallo puede ser 

impugnado dentro de los (3) días siguientes a su notificación sin perjuicio de 

su cumplimiento inmediato. 

 
QUINTO: REMITIR el expediente digitalizado a la Honorable Corte 

Const itucional, dentro de los t res (3) días siguientes a su ejecutoria, si éste no 

fuere impugnado, ello para la eventual revisión del fallo conforme a los 

parámetros establecidos en el Acuerdo PCSJA20-11594 del 13 de Julio de 

2020, en atención a las medidas de emergencia sanitaria tomadas en 

atención a la pandemia COVID 19.   

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE, 

 

EL JUEZ 

 

 

JEFFER ALFONSO CUELLO LÓPEZ 
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